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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 12442
21 de noviembre de 2008
DAGJ-1573-2008
Licenciado
Alfredo Córdoba Soro
ALCALDE MUNICIPAL 

MUNICIPALIDAD DE SAN CARLOS
Estimado señor:  

Asunto: Consulta sobre funciones de la Asesoría Jurídica de la Municipalidad de San Carlos. 

Nos referimos a su oficio número A.M.-0689-2008 de fecha 19 de setiembre de 2008, en el cual requiere el criterio de esta Contraloría General acerca de las funciones que deben o no cumplir los dos abogados que laboran para ese Municipio, en el tanto tienen prohibido el ejercicio liberal de la profesión, pero nos indica que ellos estiman que no deben cumplir ciertas funciones a lo interno de esa Corporación como las siguientes: 

“1. No pueden ejecutar ninguna labor como notarios, ni siquiera para la Institución Nos referimos por ejemplo a terrenos a escriturar a nombre de esta Municipalidad, inscripción de vehículos propiedad  de esta Municipalidad, en fin, todo acto notarial, de asuntos internos y propios de la Institución.
2. Señalan, que ellos dividen el proceso interno de refrendo de contrato, en dos partes: la primera es la redacción del contrato, en donde indican, que por Ley no pueden hacerlo, y entonces, definen el refrendo, como el acto de aprobar con su firma el documento firmado por otro.” 
3. Indican que no pueden efectuar autenticaciones ni siquiera de las firmas de los funcionarios municipales. 
4. A pesar de lo anterior, y a pesar de que el actual Manual de Clases de Puestos Municipal (el cual se encuentra en proyecto de renovación) es sumamente resumido en cuanto a la redacción de las funciones de este departamento, por cuanto únicamente señala de forma general las labores de este departamento (…), 
5. Por otro lado, en el Manual de Organización aprobado en el período 2007, se detallan las actividades desarrolladas por la Asesoría Jurídica, que en lo que interesa indica las siguientes: Objetivo: La Asesoría Jurídica tiene por objetivo asesorar y brindar patrocinio jurídico a todas las dependencias de la corporación municipal y los administrados. Funciones Genéricas: Corresponde a la Asesoría Legal las siguientes funciones genéricas: (…) v) Confeccionar las escrituras públicas que se necesiten, para dar cumplimiento a los acuerdos emanados del Concejo Municipal, actos de las administración, disposiciones legales o resoluciones judiciales y en caso de las expropiaciones que la Municipalidad lleve a cabo, para el desarrollo de las obras o proyectos institucionales(…)?”
Finalmente señala que dichos profesionales en Derecho arguyen que “…no pueden ejecutar las labores de notarios, por cuanto el hecho de laborar para una institución pública, implica la entrega de un protocolo, y por lo tanto no pueden ejercer dicha función”, posición sobre la cual esa Alcaldía discrepa por estimar que constituyen labores que sí forman parte de sus obligaciones laborales.

· Criterio del Despacho
Con respecto a la solicitud que usted formula, le indicamos que de conformidad con el artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República número 7428 del 07 de setiembre del año 1994, y la circular número CO-529, publicada en La Gaceta número 107 del 05 de junio del año 2000, denominada “Circular sobre la atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”, la gestión que se nos formula no se ajusta a los términos de admisibilidad exigidos por esas normas, pues se trata de una consulta que versa sobre materia laboral o administrativo laboral y no estrictamente de Hacienda Pública, motivo por el cual procedemos al rechazo de plano de  la misma.


No obstante lo anterior, con el ánimo de colaboración y como opinión jurídica no vinculante ni impugnable según los términos del párrafo tercero del artículo 29 y 33 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, nos permitimos externar criterio relacionado con lo planteado en su consulta. 


En nuestra opinión, son dos los aspectos fundamentales sobre los cuales debe analizar la consulta que nos ocupa: el primero, relativo al régimen del ejercicio de la función pública de notario en una entidad pública -en este caso en un Municipio-, y el segundo, las labores de consejo, representación y asesoría jurídica que toca desempeñar a los abogados de una institución pública.

I. Sobre las funciones de notario público requeridas por un ente público


Este Despacho ha tenido ocasión de referirse a este tema en el oficio 11454 (DAGJ-2711-2005) de 12 de setiembre de 2005, el cual nos permitimos transcribir a continuación:

“En primer lugar, es menester acotar que se está ante un ámbito normativo respecto del cual existe una competencia prevalente de la Dirección Nacional de Notariado, pues parte de lo consultado se refiere a la procedencia o no del ejercicio del notariado por parte de funcionarios públicos, materia regulada por el Código Notarial, así como por abundante jurisprudencia tanto de la Sala Constitucional
 como de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia
.

No obstante lo anterior, a modo de colaboración y de mera opinión jurídica podemos indicarle que antes del 22 de noviembre de 1998,  fecha cuando entró en vigencia el  actual Código Notarial, el ejercicio profesional del notariado estuvo regulado por la Ley Orgánica de Notariado N° 39, de 5 de enero de 1943 y sus reformas, en donde ya desde esa ley se contemplaban una serie de disposiciones que establecían la incompatibilidad entre el ejercicio del notariado y algunos puestos en la Administración Pública.  Así, los artículos 18 y 19, de esa ley,  disponían:

“Artículo 18.-  Están legalmente impedidos para el ejercicio del notariado:...

(...)

7° El que acepte empleo o cargo público incompatible con las funciones del Notariado.”

Artículo 19.-  Aun cuando sean notarios, no pueden ejercer el notariado los funcionarios y empleados de los Poderes Ejecutivo y Judicial, así como los municipales.  Se exceptúan de esta prohibición los profesores de enseñanza, los magistrados suplentes, los jueces interinos, los alcaldes suplentes e interinos, los fiscales específicos, los munícipes y apoderados municipales, y los funcionarios y empleados que no devenguen sueldo sino dieta.

El notario que aceptare cargo o empleo incompatible con el ejercicio del notariado, cesará en sus funciones de notario…”

Posteriormente, con la entrada en vigencia del Código Notarial,  mediante ley No. 7764, de 17 de abril de 1998, surgieron nuevas regulaciones en relación con los impedimentos para el ejercicio del notariado., en donde debemos referirnos a lo establecido en los artículos 4 inciso f), 5, 7 incisos a) y b); y 8 párrafo segundo, de ese Código. 

El primero de los numerales mencionados dispone:

“Impedimentos:  Están impedidos para ser notarios públicos:

f)  Quienes ejerzan cargos en cualquier dependencia del sector público, incluso en las estructuradas según modelos organizacionales del Derecho Privado, en los que se les prohíba el ejercicio externo del notariado.”
“Artículo 7.-  Prohibiciones.-  Prohíbese al notario público:

a) Atender asuntos profesionales de particulares en las oficinas de la Administración Pública, instituciones estatales descentralizadas o empresas públicas estructuradas como entidades privadas, donde preste sus servicios;
b) Autorizar en la Administración Pública, instituciones estatales descentralizadas o empresas públicas, de las cuales reciba salario o dieta, actos o contratos jurídicos donde aparezcan como parte sus patronos o empresas subsidiarias.  No obstante, podrá autorizarlos siempre que no cobre honorarios por este concepto.

Sin embargo, los notarios en régimen de empleo público podrán cobrar los honorarios correspondientes a los particulares, en los casos de formalización de escrituras relacionadas con los fondos de ahorro y préstamo que funcionan adscritos a cada institución, y no correspondan a la actividad ordinaria del ente patronal…

Artículo 8.- Cuando en los actos o contratos jurídicos en que sean parte el Estado, sus empresas, las instituciones autónomas y semiautónomas, sean autorizados por notarios que devenguen salario, dieta u otra remuneración de la institución respectiva, quien los autorice no podrá cobrar honorarios profesionales al Estado ni a terceros.” (lo resaltado negrita y lo subrayado es nuestro)

Como se observa, la regla general es que el abogado que labora para la Administración Pública
 no puede ejercer como notario para la propia entidad, salvo que se encuentre en la hipótesis de notario institucional, en cuyo caso su remuneración será la que fije la respectiva institución por tal desempeño
 y en cuyo caso no pueden cobrar honorarios por dichas actuaciones en que su patrono público sea parte
, como tampoco pueden desempeñar ninguna actividad notarial ajena a esa prestación institucional, y para este tipo de ejercicio como notario institucional debe requerirse la autorización expresa y especial de la Dirección Nacional de Notariado.

Y es que, por lo general y salvo disposición en contrario contenida en el respectivo Manual Descriptivo de Puestos u otros manuales de organización, procedimientos y funciones, los abogados en el sector público
 son contratados precisamente para el ejercicio de labores de asesoría y consejo legal –verbal y escrita-, redacción y elaboración de contratos, autenticación de firmas como abogado, así como la atención de juicios.

Por lo tanto, en lo que a las tareas notariales se refiere, siendo que éstas tienen una naturaleza distinta a las de abogacía y asesoría legal, demandan como tales responsabilidades adicionales y muy delicadas, que no pueden ser asignadas intempestiva o arbitrariamente so pena de que la Administración corra el riesgo de incurrir en un “ius variandi abusivo”
, todo sin perjuicio de la colaboración que voluntariamente un abogado de una entidad municipal quiera brindar en forma ad-honorem asumiendo éstas otras tareas notariales.

Por otro lado, una segunda vía para la contratación de servicios profesionales de notariado para una institución pública es la contratación de profesionales en forma externa, conforme a los procedimientos que señala la Ley de Contratación administrativa, vía que Ud. manifiesta en su consulta que es la que utiliza la Municipalidad de Naranjo, y la cual agregamos nosotros en la usual en la gran mayoría de entidades públicas, salvo que la cantidad de trabajo que genera este tipo de ejercicio sea tan significativo que represente un ahorro el contratar a notario de planta, ya que de lo contrario, si el trabajo de notariado es exiguo, el asignar una remuneración o sobresueldo adicional fijo a cargo de erario público por labores que en la práctica son ocasionales, implicaría una suerte de desperdicio o despilfarro de fondos públicos, situación en lo que no puede desdeñarse un análisis costo-beneficio  en cada caso para determinar lo procedente–doctrina del artículo 8 inciso a) de la Ley General de Control Interno-“. 


Como se observa, el criterio de este Despacho ha sido muy claro en sostener que en principio no corresponde a los abogados de una institución pública ejercer funciones atinentes al notariado
, salvo que hayan sido contratados como notarios institucionales o cuando voluntariamente estén dispuestos a asumirlas y gestionen el respectivo protocolo y demás trámites exigidos por ley y por la Dirección Nacional de Notariado, aspecto que no se ve alterado por modificaciones a los instrumentos de clasificación de puestos y organización del trabajo
No obstante, tómese en cuenta que en materia de bienes inmuebles que adquiera por cualquier título una entidad pública, debe considerarse lo dispuesto por el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 14935-J del 20 de octubre de 1983, reformado por Decreto Ejecutivo 15371-J del 10 de abril de 1984, referente a la competencia de la Notaría del Estado de la Procuraduría General de la República para otorgar las escrituras de traspaso de bienes inmuebles que realicen los entes descentralizados, la empresas públicas y sus subsidiarias, que opera fundamentalmente para evitar hacer incurrir al sector público en gastos innecesarios por honorarios profesionales y con la salvedad de que la propia entidad tenga un notario institucional –que como tal devenga salario y no honorarios- que pueda hacerse cargo de este trámite (veánse al respecto los oficios 04615 (DCA-1480) de 7 de mayo de 2007, 07233 (DCA-2252) de 5 de julio de 2007 y 10191 (DCA-2994) del 4 de setiembre de 2007).

Para otros actos notariales protocolizados, lo usual en la mayoría de entidades públicas es suplir dichos servicios notariales a través de los trámites de la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, mediante notarios externos que la Administración va contratando en forma rotativa, escogidos de un registro de elegibles previamente creado y habilitado al efecto, sin perjuicio del uso de otras técnicas alternativas como por ejemplo, cuando de la adquisición de vehículos se trate, el consignar en el cartel  la obligación a cargo del adjudicatario de hacer los trámites de traspaso e inscripción del vehículo –quien en forma indirecta probablemente los recargará en el precio ofertado-.

II. Sobre las funciones de abogacía y asesoría jurídica requeridas por un ente público

Como se consignó supra, el oficio 11454 (DAGJ-2711-2005) de 12 de setiembre de 2005 en términos muy generales señaló que “(…) por lo general y salvo disposición en contrario contenida en el respectivo Manual Descriptivo de Puestos u otros manuales de organización, procedimientos y funciones, los abogados en el sector público
 son contratados precisamente para el ejercicio de labores de asesoría y consejo legal –verbal y escrita-, redacción y elaboración de contratos, autenticación de firmas como abogado, así como la atención de juicios”.

Sobre este mismo respecto, debemos señalar que en materia de contratación administrativa el rol de los abogados que trabajan para Asesoría Jurídica es primordial a los efectos de orientar adecuadamente a la administración activa en las posibilidades que el ordenamiento jurídico ofrece para satisfacer los fines públicos a la hora de tomar decisiones sobre la ejecución del presupuesto público destinado a la adquisición de bienes, servicios y obras públicas.

A este respecto, existen normas reglamentarias que claramente le asignan funciones a las Asesorías Jurídicas institucionales en el tema de la aprobación interna de contratos, tal y como bien lo ha abordado el oficio 10191 (DCA-2994) de 4 de setiembre de 2007, el cual indica lo siguiente:
El “Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública”, emitido por esta Contraloría General de la República mediante resolución R-CO-33 de las 14 horas del 8 de marzo del 2006, en el artículo 10 y en lo que aquí interesa, dispone: 

“Artículo 10.—Aprobación de la unidad interna para contrataciones que no requieran refrendo contralor 

1.De previo a su ejecución, los contratos y convenios que conforme el artículo 2 de este Reglamento no requieran del refrendo contralor, estarán sujetos a la aprobación de la unidad interna que se menciona en este artículo, de conformidad con los siguientes rangos: [...]

3. La unidad interna a la que se hace referencia en el párrafo primero de este artículo será la unidad de asesoría jurídica institucional y solo en su defecto, el jerarca designará aquella que resulte idónea, la cual deberá tener total independencia con respecto de la proveeduría. La unidad de auditoría interna no podrá asumir la tarea de aprobación aquí regulada. La Administración deberá dictar las regulaciones que regirán el procedimiento de aprobación a cargo de la unidad interna, de manera que se garantice su eficiencia. 

4. En todo caso, será responsabilidad exclusiva de la Administración adoptar las medidas para el desarrollo del sistema de control interno, de forma que en su actividad contractual sean atendidos a cabalidad los objetivos dispuestos en el artículo 8 de la Ley General de Control Interno Nº 8292. Para tales efectos, se deberá considerar con especial énfasis la necesidad de instaurar las medidas de control interno alternativas para la actividad contractual excluida tanto del refrendo contralor como de la aprobación de la unidad interna a la que hace referencia este artículo.”

De lo anterior queda claro que corresponde, en principio, a las asesorías jurídicas institucionales otorgar la aprobación a las contrataciones no sujetas al refrendo contralor. Dicha labor en ningún caso puede recaer en la auditoría institucional.

El trámite que deben observar dichas unidades jurídicas, estará sujeto a las regulaciones que emita cada administración”.
Ahora bien, la ejecución de la labor de aprobación interna de contratos no riñe en absoluto con la realización de otro conjunto de labores atinentes a los procesos de contratación requeridos a lo interno de una institución pública. 
En ese sentido, el Reglamento sobre Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública (R-CO-44 de las 9:00 horas del 11 de octubre de 2007, publicado a La Gaceta No.202 del 22 de octubre de 2007), es claro en disponer en su artículo 17 párrafo tercero lo siguiente:   
“Artículo 17

(…)

La aprobación interna estará a cargo de la unidad de asesoría jurídica institucional o aquella otra con especialidad jurídica designada por el jerarca, que en ningún caso podrá ser la Auditoria Interna. Cuando la aprobación interna esté a cargo de la asesoría jurídica institucional, esa unidad no tendrá impedimento alguno para brindar asesoría durante las etapas del procedimiento de contratación previas al trámite de aprobación aquí referido, ya que por el contrario esa asesoría es fundamental para asegurar la calidad jurídica de los procesos de adquisición de bienes y servicios. Sí debe procurarse, en la medida en que se cuente con los recursos necesarios, que el funcionario que participa en las actividades de asesoría jurídica relativas a un procedimiento de contratación concreto, no sea el mismo que tenga a cargo el análisis de legalidad tendiente a otorgar la aprobación interna”.

Del anterior numeral se desprende con meridiana claridad que, la existencia de una responsabilidad muy concreta a cargo de la asesoría jurídica de realizar el acto de aprobación interna de los contratos administrativos que así lo requieran conforme al artículo 17 de dicho reglamento, no constituye en modo alguno un impedimento o obstáculo para evitar dar la asesoría jurídica que la Administración activa requiera en las etapas  del procedimiento de contratación previas a dicho trámite de aprobación, y que por el contrario tal intervención es garantía de calidad de los respectivos productos asociados a la misma.

No obstante lo anterior, esa norma reglamentaria señala expresamente la conveniencia de que  el funcionario que participa en las actividades de asesoría jurídica relativas a un procedimiento de contratación concreto, no sea el mismo que tenga a cargo el análisis de legalidad tendiente a otorgar la aprobación interna, o incluso agregamos nosotros, esa misma conveniencia suele asociarse a algunas otras prácticas de control interno como por ejemplo que el abogado que hace el estudio jurídico de las ofertas no sea el mismo que participa en la Comisión de Adjudicaciones, pero todo esto opera siempre que la cantidad de abogados lo haga posible, y no aplicaría –por lo menos totalmente- en hipótesis en las que hay sólo uno o dos abogados contratados en la Institución, controles y resguardos que cada entidad debe internamente establecer en el mayor grado óptimo que sea posible.
Así por ejemplo, si sólo se cuenta con dos abogados en una institución pública, uno puede estar a cargo de los trámites previos en lo que tengan de alcances jurídicos (v.g. estudio del cartel, asesoría sobre eventuales objeciones al mismo, análisis de aclaraciones y adiciones al cartel, estudio de las ofertas presentadas, asesoría en eventuales impugnaciones y reclamos así como redacción y/o revisión del borrador del contrato a suscribir, etc.), mientras que el otro abogado quedaría a cargo de la aprobación interna del contrato o de su revisión de previo al envió del mismo a la Contraloría General para el respectivo refrendo, cuando ello corresponda.
Finalmente, se nos consulta sobre el tema de la autenticación de las firmas de los funcionarios municipales y si ello es o no labor de los abogados institucionales, aspecto que para su abordaje seguiremos el criterio contenido en la Resolución No. 2005-1843 de las 15:00 horas del 2 de noviembre de 2005 emanada de la Dirección Nacional de Notariado.
En dicha resolución se distingue entre la autenticación de firmas como labor propia del Notario, para actos protocolares y extraprotocolares, y cuando procede que la firma se autenticada por un abogado que no esté habilitado como notario público.
En cuanto al primer supuesto, sea el de la autenticación de firma por parte del notario público, señala en lo que interesa la Dirección Nacional de Notariado lo siguiente:

 “(…) Los documentos notariales son documentos públicos que pueden realizarse protocolar o extraprotocolarmente, según corresponda conforme a la ley; en ellos las firmas de quienes los suscriben y su contenido se presumen auténticos una vez que son autorizados o expedidos por el notario.  Esta presunción implica que el notario ha identificado correctamente a las partes e intervinientes y que estos han firmado en su presencia en una fecha, hora y lugar determinado (relación de los artículos 36, 39, 83, 84, 91, 92, 93 y 95 del Código Notarial).  Además, de conformidad con los artículos 34 inciso i) y 111 del código antes indicado, la autenticación de firmas también puede realizarla el notario en documentos privados
, en cuyo caso la autenticidad únicamente opera respecto de las rúbricas y no de su contenido, por cuanto estos incluso pueden presentársele al notario pre-redactados por los suscribientes o terceros, sin que dicho profesional hubiera participado de su elaboración.  Sin embargo, atendiendo al fin social que cumple la función notarial, así como al deber de excusa y los principios éticos y morales que obligatoriamente debe observar todo fedatario, aún y cuando se trate de un documento no redactado por el notario, éste se encuentra llamado a hacer una valoración del documento que se le presenta, a fin de que su actuación de autenticación de firmas no materialice un documento cuyo contenido resulta ilegal, ineficaz o contrario a la moral y las buenas costumbres; siendo lo procedente en casos como éstos, que en su condición de asesor jurídico-notarial y contralor de legalidad, explique a los solicitantes de sus servicios los efectos y alcances de los documentos sometidos a su conocimiento y su imposibilidad de actuar. 

En todas sus actuaciones el notario debe asesorar debidamente a quienes le solicitan sus servicios, para la correcta formación y expresión legal de su voluntad en los actos jurídicos que realizan, según se desprende de la relación de los artículos 6, 34 incisos a), c) y f); y 36 del Código Notarial.  Por tal motivo, cuando el notario interviene en un documento, se convierte en un verdadero contralor de legalidad y en un asesor imparcial respecto de las partes e intervinientes, no pudiendo inclinarse hacia una de ellas, ni ceder ante las pretensiones de una en perjuicio de la otra o de terceros (artículo 35 del Código Notarial).

La práctica del notariado, obliga siempre a la utilización de los mecanismos de seguridad que las leyes y la Dirección Nacional de Notariado establezcan, entre los cuales se encuentran el papel notarial de seguridad y el sello blanco, siempre que se trate de un documento notarial; sin embargo, en el caso de los documentos privados, en tanto la razón de autenticación se consigne en el mismo documento, el notario sólo estará en la obligación de utilizar su sello blanco registrado ante la Dirección Nacional de Notariado, pero si la razón se estampa en un folio distinto del documento privado, entonces sí tendrá que usar papel de seguridad y claro está, su sello blanco.   Lo anterior se desprende de los artículos 73 y 76 del Código Notarial y 64 a 68 de los “Lineamientos generales para la prestación y control del ejercicio y servicio notarial”, emitidos por esta Dirección a las 16:20 del 06 de julio del 2005 y vigentes a partir del día 20 de ese mismo mes y año.

Adicionalmente las autenticaciones notariales deberán cumplir con las disposiciones y la razón estipulados en los numerales 57 y 60 de los Lineamientos antes referidos, consistentes en que el notario solamente podrá autenticar aquellas firmas que se estampen en su presencia y así deberá indicarlo expresamente en la razón notarial, consignando además que su firma fue plasmada de su propio puño y letra al momento de realizar el acto de autenticación notarial y que esta y su sello blanco (el cual debió haber estampado en el documento) se encuentran inscritos en el Registro Nacional de Notarios. Asimismo, el notario deberá estar activo y al día en el pago del Fondo de Garantía Notarial y tendrá que cancelar las especies fiscales que la autenticación demande. 
Es importante hacer notar que la autenticación de firmas realizada por parte de un notario público procede en todos aquellos casos en que la ley o alguna norma lo dispongan expresamente, también cuando el interesado lo solicite y no exista norma que lo prohíba y en los documentos donde así lo requiera la Administración.  Además, cuando se imponga para un documento la formalidad de autenticación por parte de abogado, ello no constituirá un impedimento para que el notario la realice en su lugar, pues este último tiene fe pública y en ese caso aplica el aforismo jurídico de “quien puede lo más, puede lo menos”.  De todas formas en nuestro medio, todo notario debe ser necesariamente abogado incorporado a su respectivo Colegio”.

 Por otra parte, la misma resolución de la Dirección Nacional de Notariado hace un repaso de las distintas normas y supuestos en los cuales un abogado puede autenticar una firma, en los siguientes términos:
“La participación del abogado en la sociedad se desarrolla comúnmente a través de la redacción de documentos privados, los cuales en su mayoría son utilizados dentro del campo del litigio o de una controversia sometida a conocimiento de los tribunales; sin embargo, existen circunstancias donde aconseja y/o redacta documentos para su uso en trámites y procedimientos administrativos, así como también para fines meramente privados.   En ese sentido, es importante señalar que en todos los documentos privados antes referidos, el abogado puede autenticar las firmas de quienes los suscriben en tanto no exista alguna norma que expresamente disponga que esta debe ser realizada por notario, pues la fe brindada en las labores abogadiles es restringida y no alcanza a ser fe pública, como sí ocurre en el caso de la función notarial.

Así, la facultad de autenticar firmas que tienen los abogados se encuentra contemplada en diversas normas de nuestro ordenamiento jurídico, entre las cuales se indican con el fin de ilustrar lo dicho, las siguientes: el Código Procesal Civil en sus artículos 114, 116, 118 y 561, hace referencia a la autenticación por parte de abogado en escritos que serán presentados ante los órganos jurisdiccionales civiles; el Código Procesal Penal reconoce en su numeral 110 la facultad autenticadora de los abogados, al establecer que cuando figuren como autenticantes, asesores o representantes de las partes en el proceso, deberán consignar en los escritos en que figuren, su número de carné de incorporación al Colegio de Abogados; la Ley General de Administración Pública admite la autenticación de abogado en el procedimiento administrativo, al señalar en su artículo 283 que el poder del administrado podrá constituirse por los medios del derecho común y, además, por simple carta autenticada por un abogado.  Asimismo, dicha ley establece en sus artículos 9 y 229, que salvo disposición en contrario y en ausencia de norma expresa, los procedimientos de toda la Administración se regirán supletoriamente por las normas del Derecho Administrativo, incluyendo sus normas escritas y no escritas de carácter legal o reglamentario y por último por el Código Procesal Civil, la Ley Orgánica del Poder Judicial y el resto del Derecho común y sus principios; y en caso de laguna del ordenamiento administrativo, las normas deberán integrarse por su orden, con la jurisprudencia, los principios generales del Derecho Público, la costumbre y el Derecho Privado y sus principios.  De lo anterior resulta claro que ante la Administración, de no haber indicación sobre la forma en que deba llevarse a cabo una autenticación, en primera instancia esta deberá realizarse conforme lo indica el Código Procesal Civil, sea por parte de abogado, según se hizo ver líneas atrás. 
Cabe señalar además que el artículo 10 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados establece que el abogado deberá ser suspendido, entre otras situaciones, cuando haya autenticado una firma falsa o cuando la firma no hubiere sido puesta en su presencia.

Es importante hacer notar que al abogado no se le exige imparcialidad, ya que, como se indicó antes, su asesoramiento está dirigido única y exclusivamente a su cliente.  De esta circunstancia surgen algunas limitaciones en cuanto a su asesoramiento y a la procedencia de su autenticación de firmas, que se desprenden de lo contemplado por los numerales 44 y 69 del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho, pues de conformidad con la naturaleza de la abogacía, el abogado no deberá por sí o por interpuesta persona representar a su cliente en un asunto y simultáneamente actuar en contra de sus intereses en otro, aunque versen sobre materias distintas; tampoco deberá por sí o por interpuesta persona patrocinar en contra de quien fue su cliente, siempre que el nuevo asunto se relacione con el que en su momento le tramitó, ni podrá renunciar o revocar su determinación para asumir la defensa del adversario de su cliente; no deberá tratar directamente con el adversario de su cliente, sino  con el colega que lo patrocina; y si tuviese excepcionalmente que tratar con el adversario de su cliente, deberá hacerlo por escrito; cuando no quede otra vía que el trato personal, deberá levantarse en dos tantos una minuta de la reunión firmada por todos los presentes, a fin de que tanto el cliente del abogado cuanto su adversario guarden un original de ese documento. 

Como se aprecia, todas las anteriores limitaciones deben ser consideradas en la redacción de documentos y la autenticación de firmas por parte del abogado, especialmente en sistemas como el nuestro, donde la firma del abogado autenticante en un escrito dirigido a estrados judiciales presume su dirección del proceso del cual se trate.

En lo que respecta a las formalidades de la autenticación realizada por el abogado en documentos privados, por ser materia distinta de la notarial, no se emitirá pronunciamiento al respecto, siendo el órgano competente para ello el Colegio de Abogados de Costa Rica. 

Finalmente, en cuanto a la responsabilidad del abogado por la redacción y las firmas de quienes suscriben los documentos por ellos redactados, es importante señalar que al tenor del Código Procesal Civil, el abogado es responsable del contenido de los documentos en los cuales autentica, aún y cuando respecto de estos no opera una presunción de autenticidad, veracidad y de asesoramiento imparcial, como sí ocurre en el caso de los documentos notariales”. 

Esperando haber podido brindar una orientación general sobre el tema consultado, se suscriben,
	Lic. Roberto Rodríguez Araica
Gerente Asociado
	Lic. Jimmy Bolaños González
Fiscalizador
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� Véase las resoluciones 649-93, 3139-97, 3212-97, 444-00, 6744-00, 7977-99, 4258-00,8511-00, 5417-03 y 13220-2004, entre otras.


� Véase las resoluciones 00077-04, 0540-04, 0541-04, 0584,04 y 0679-04 entre otras.


� La Ley de Contratación Administrativa autoriza la contratación de servicios profesionales mediante un salario, al disponer en su artículo 67 que:"Se autoriza a las entidades públicas para que, utilizando su régimen ordinario de nombramiento de funcionarios, contraten, con sueldo fijo, a los profesionales que requieran para  formalizar  las operaciones, los avalúos, los peritajes, la atención de diligencias judiciales o administrativas o cualquier tipo de intervención profesional relacionada con los servicios que brindan. Para esos efectos, no operará el pago que rija por concepto  de  honorarios para la prestación  de  la actividad. La institución no trasladará el  costo de la contratación de esos profesionales al usuario de los servicios; pero si deberá cobrar los demás costos implícitos, cuando deba inscribirse el documento respectivo o se requiera pagar algún tipo de tributo." (El destacado es nuestro).


� La única salvedad que hace el Código Notarial es que se trate de la formalización de escrituras relacionadas con fondos de ahorro y préstamo propios de la institución y que no corresponden a la actividad ordinaria del ente, en cuyo caso podrá cobrar los honorarios correspondientes a la parte”.


�  Al respecto este Despacho en oficio No.2328.-93 señaló que: "la abogacía incluye el patrocinio legal y la defensa de los  intereses  de la Institución ante los Tribunales y,  por tanto,  se entiende remunerada con el salario". 


� Piénsese tan solo en imponerle al abogado que vaya a ejercer como notario institucional el pago mensual de siete mil dieciséis colones por concepto de la póliza de fidelidad. 


� Para un análisis amplio sobre estas funciones y las atinentes a los abogados puede consultarse la resolución 2005-1843 de las 15:00 horas del 2 de noviembre de 2005 emanada de la Dirección Nacional de Notariado.


�  Al respecto este Despacho en oficio No.2328.-93 señaló que: "la abogacía incluye el patrocinio legal y la defensa de los  intereses  de la Institución ante los Tribunales y,  por tanto,  se entiende remunerada con el salario". 


� En cuanto a los conceptos de documento notarial, público y privados, en general, se remite a la entidad consultante a los numerales 70 y 80 del Código Notarial y 368, 369, 371 y 379 del Código Procesal Civil.  








